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PROPUESTAS DE CERMI ESTATAL EN MATERIA DE ACCESIBILIDAD E INCLUSIÓN A LA AGENDA URBANA ESPAÑOLA 
DEL MINISTERIO DE FOMENTO 
La sociedad civil de las personas con discapacidad y sus familias ve en la Agenda Urbana Española un documento palanca para promover la transformación de nuestras ciudades en espacios inclusivos, accesibles, confortables y participativos para las personas con discapacidad y sus familias.

En este documento, si bien no tiene un carácter normativo, debe servir para alinear las políticas públicas de urbanismo, suelo y vivienda a mandatos de derechos humanos recogidos en la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad.
La discapacidad es el producto social de esta nota de diversidad de funcionamiento con un entorno que limita y restringe generando obstáculos de entidad que impiden o dificultan nuestra vida en comunidad. 

Desde CERMI proponemos:

· Situar a la persona con discapacidad en el centro de todas las decisiones que le afecten, reconociendo que estas personas son sujetos de derecho con derechos y que el Estado y otras entidades tienen responsabilidades para garantizar su plena ciudadanía.
· Que la accesibilidad universal sea la norma y no la excepción que guíe todas y cada una de las actuaciones contempladas en esta Agenda ya que de lo contrario dejarán de ser practicables y por tanto discriminatorias para la ciudadanía con discapacidad. Una accesibilidad que deberá estar asentada en tres ejes las medidas accesibilidad universal, el diseño para todas las personas y los ajustes razonables. 
· Las ciudades deben ser espacios de participación y de escucha activa con las instituciones y las y los representantes públicos; estos procesos deben contemplar la diversidad humana que entraña la discapacidad, instaurando canales y procesos accesibles y promoviendo mecanismos de estímulo y facilitadores para su participación, de lo contrario estamos cercenando la propia democracia.
· La discapacidad, en general, presenta una elevada dependencia de instancias ajenas a la propia persona, al entorno familiar o a prestaciones o recursos públicos o de la sociedad civil. Fundamentalmente porque ingresan menos y soportan más gastos por razón de discapacidad. lo cual las ubica en situación de dificultad objetiva para ejercer su autonomía personal y vida independiente. En este sentido, la Agenda urbana debe contemplar la asequibilidad de los servicios municipales para esta ciudadanía e instaurar políticas vigorosas y estables de ayuda a la ciudadanía con discapacidad.
· Parte de la atención a personas en situación de dependencia recae en los ayuntamientos, por ello deben buscar alternativas para paliar el copago de Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia. Una medida carente de equidad y justicia material, próxima a lo confiscatorio y que más que invitar a ejercer el derecho subjetivo, expulsaba a las personas mayores y con discapacidad destinatarias naturales del sistema, por lo gravoso de sus exacerbados requerimientos en materia de aportación económica.
· La movilidad es un derecho que recoge la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad, por ello se debe garantizar el acceso y disfrute en condiciones de igualdad a los trasportes municipales.

· También velan los municipios por la seguridad ciudadana, por ello esta Agenda debe subrayar que estos cuerpos de seguridad (mu señaladamente, las Policías Locales) deben formarse en temas de discapacidad y trabajar en la creación de protocolos de detención, registro o información que respeten los derechos humanos de las personas con discapacidad.
· Son cientos de miles de personas que están en situación de reclusión en su propia vivienda porque no pueden asumir los costes de adecuación de sus hogares a su discapacidad. Esta Agenda debe ser consciente de esta realidad, promoviendo un fondo de ayudas para que las comunidades de propietarios puedan emprender estas estas obras de accesibilidad.

· En materia de vivienda promover medidas de acción positiva en el acceso la vivienda pública, garantizando un porcentaje de pisos accesibles, así como incluir a las personas con discapacidad como colectivo vulnerable en las políticas y ayudas municipales al alquiler.

· Los ayuntamientos deben ser promotores de la inclusión, por tanto deben impulsar campañas de toma de conciencia orientadas al respeto a la diversidad y a la convivencia. De igual modo, asegurarse que todas las iniciativas que realicen de otra índole deber ser accesibles.

· Son muchas y muchos los profesionales que trabajan en las administraciones públicas, a todos ellos, y en especial a aquellas y aquellos que tienen un contacto directo con las personas, hay formarles en el enfoque de derechos que promueve la Convención.
· La Convención es una norma ratificada por España y por tanto de obligado cumplimiento por todas las administraciones públicas. Se requiriere la adecuación de las ordenanzas  y actuaciones municipales a este Tratado.
· Una agenda urbana inclusiva y sostenible, ha de ser necesariamente igualitaria en términos de genero, teniendo presente y dando respuestas a la exclusión estructural y sistémica, también en el medio urbano, que padecen las mujeres y niñas con discapacidad, y las madres o mujeres que apoyan a personas con discapacidad. 

· Finalmente, poniendo la mirada en las administraciones municipales como organizaciones,  debemos hacer alusión al diálogo civil, como el principio en virtud del cual las organizaciones representativas de personas con discapacidad y de sus familias participan, en los términos que establecen las leyes, en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas municipales que se desarrollan en la esfera de las personas con discapacidad. Se debe fortalecer un diálogo permanente con las organizaciones  de discapacidad a la hora de configurar sus políticas públicas, ya que de lo contrario serán excluyentes. Asimismo, promover su creación y el sostenimiento de estas estructuras porque las ciudades necesitan de una sociedad civil propositiva y crítica como mecanismo de higiene democrática.
25 de mayo de 2018.
CERMI
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